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			PRESENTACIÓN

			La Economía Pública constituye el núcleo del conocimiento económico del Sector Público. Es un área científica, con un ritmo sólido de crecimiento, que atrae a una población cada vez mayor de economistas a su estudio e investigación. Sus características peculiares y los temas de que trata, con tan larga tradición y estilo propio, la colocan en un lugar central de la Economía como ciencia social.

			El crecimiento e importancia de los sectores públicos son causa de la atención con que se contemplan los problemas de la Hacienda Pública hoy en día. A la vez, las funciones de la economía pública se han abierto en amplio abanico en la segunda mitad del siglo XX. La provisión de servicios públicos, dominio tradicional del Sector Público en las economías de mercado, ha pasado a ocupar un lugar secundario entre sus tareas. Los servicios públicos generales, por ejemplo, absorben por término medio algo menos de una quinta parte de los recursos públicos. La intervención pública en la economía ha aumentado fuertemente en la provisión pública de bienes privados, como la educación, la salud o la vivienda, en las tareas de mantenimiento o sustitución de rentas (subsidios de desempleo, pensiones, etc.) y, en menor medida, en las actividades económicas, sin dejar de lado la actividad empresarial pública o la regulación del funcionamiento de los mercados.

			El análisis de los problemas suscitados por esta amplia actuación pública resulta apasionante. La Teoría tradicional de la Hacienda Pública, centrada en el estudio de la financiación del Sector Público, tiene ahora numerosos frentes. Tal es así, que actualmente es preferible denominar a esta materia como «Economía Pública».

			Este manual de Economía Pública, que se presenta en dos tomos para su más fácil manejo, tiene como objetivo esencial:

			
				— explicar, a un nivel intermedio, el conocimiento actual de los temas económicos del Sector Público,

			

			y como objetivos complementarios:

			
				— incluir los resultados de la investigación realizada recientemente, y

				— hacer referencia a la situación española y a su contexto económico e institucional.

			

			Éstos son los rasgos diferenciales de la oferta pedagógica formulada en este libro. Hemos querido cumplir con el requisito del rigor científico, tanto en lo teórico como en el tratamiento de la investigación empírica, y añadir ejemplos, resultados aplicados y referencias a nuestro país. Además, para facilitar el estudio, todos los capítulos acaban con un resumen de los aspectos más importantes, unos temas de debate y unas referencias a lecturas adicionales. Igualmente se incluyen numerosos ejercicios, con sus soluciones, para la mejor comprensión del texto.

			El libro tiene dos tomos. En el primero, Economía Pública I, se incluyen los fundamentos de la materia y se estudia el gasto público. En el segundo, Economía Pública II, se recogen la teoría de la imposición, el análisis de los diversos impuestos y de otros ingresos públicos y el de la Economía Pública internacional.

			Los dos tomos que constituyen el libro pueden manejarse de formas diversas. Su contenido ofrece un curso de economía pública moderna que ha de abordarse con conocimientos matemáticos no avanzados. Se han cubierto los temas fundamentales de la Economía Pública actual, incluyendo el estudio del gasto público y de su eficiencia, el del Federalismo Fiscal o el de la Economía Pública internacional. Siguiendo el libro en su totalidad se logra realizar, con el esfuerzo personal necesario, un recorrido bastante completo y riguroso de los problemas hacendísticos del momento.

			Otra manera de usar el libro, por ejemplo por quienes estén exclusivamente interesados en aspectos empresariales, sería la de combinar capítulos de los «fundamentos» de la Economía Pública (parte I) con algunos de los temas de gasto público (parte II) —todo ello en el primer tomo—, y centrarse en la Teoría de la Imposición y en el Sistema Impositivo (partes I y II del segundo tomo). Dentro de la Teoría de la Imposición, determinados puntos pueden resumirse yendo a los resultados concretos, sin entrar en el análisis, si se pretende plantear un curso más corto o con menor contenido analítico, o dejar tiempo para conocer, por ejemplo, la coordinación impositiva internacional.

			Diferentes combinaciones de capítulos, o partes de los mismos, constituyen maneras distintas de enfocar el estudio de la Economía Pública y de organizar un curso sobre esta materia. El libro se ha pensado de forma que los diversos capítulos cubran globalmente las necesidades de la formación universitaria en Economía Pública.

			
				EMILIO ALBI, JOSÉ MANUEL GONZÁLEZ-PÁRAMO, ROSA M. URBANOS E IGNACIO ZUBIRI

				Mayo 2017
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				TEORÍA DE LA IMPOSICIÓN
			

		


	
		
			
				CAPÍTULO 1
				CRITERIOS DE VALORACIÓN DE LOS SISTEMAS TRIBUTARIOS
			

			
				
1. Introducción


				En las economías occidentales avanzadas el Sector Público detrae mediante impuestos un porcentaje de la renta que, según países, oscila entre el 25 % y aproximadamente el 50 % del PIB. En España esta cifra oscila en torno al 34 %. Dada la magnitud de los recursos que recauda, no es sorprendente que el sistema fiscal de un país sea un elemento clave en el funcionamiento de la economía con trascendencia sobre la asignación y la distribución de recursos.

				Desde la perspectiva de la asignación, el sistema fiscal puede inducir a los individuos a consumir más de unos bienes y menos de otros, a dedicar su renta al ahorro o al consumo, a trabajar más o consumir más ocio, a invertir en unas actividades o en otras, etc. Desde la perspectiva de la distribución, el sistema fiscal puede alterar sustancialmente la distribución de bienestar resultante del libre mercado aumentando, o disminuyendo, la desigualdad.

				En este contexto, poder responder a cuestiones como ¿cuándo un sistema fiscal es mejor que otro? o ¿qué características debe tener el sistema fiscal ideal? adquiere una relevancia especial. Estas preguntas, sin embargo, carecen de respuesta, al menos en términos absolutos, porque que un impuesto sea mejor que otro depende de los objetivos que deseemos alcanzar con el sistema tributario. Por ello, antes de analizar el diseño de los sistemas impositivos es necesario delimitar estos objetivos.

				Esto, en principio, puede parecer una tarea destinada al fracaso porque, después de todo, la elección de objetivos es una cuestión subjetiva. Esto es, diferentes personas pueden considerar que el sistema fiscal debe servir a objetivos distintos. Sin embargo, a pesar de esta subjetividad, tanto en la literatura hacendística como en la práctica de la política económica existe un notable consenso acerca de que los objetivos principales que deben guiar el diseño de los sistemas fiscales son la eficiencia, la equidad, la sencillez y la flexibilidad.

				El propósito de este capítulo es analizar el significado e implicaciones de estos objetivos para, posteriormente, en los restantes capítulos irlos aplicando al diseño de los impuestos más importantes. Antes, sin embargo, de analizar estos objetivos es conveniente que nos detengamos a revisar cuáles son los impuestos que configuran el sistema fiscal español y cuál es la importancia de las distintas figuras tributarias.

			

			
				
2. Los impuestos: definición y clasificación


				A fin de analizar cómo debe ser el sistema fiscal es importante comenzar delimitando el objeto de nuestro estudio. Para ello es conveniente partir de la distinción entre tributos e impuestos.

				Los tributos son aquellas cantidades que el Sector Público detrae del Sector Privado de forma coactiva como medio de contribuir a la financiación general de la actividad pública. Dentro de los tributos cabe diferenciar tres tipos de figuras:

				
						Tasas: son los tributos que gravan el uso del dominio público, la prestación de servicios o la realización de actividades en régimen de derecho público que benefician de modo particular al contribuyente, cuando a.1) los servicios o actividades no sean de solicitud voluntaria o a.2) cuando no se presten o realicen por el sector privado. Un ejemplo correspondería a las tasas que se pagan por la expedición del documento de identidad o del pasaporte, o las tasas por publicación de anuncios en el BOE. Una característica de las tasas es que su importe no debe superar el coste de prestación del servicio.

						Contribuciones especiales: son los tributos que gravan la obtención por el obligado al pago de un beneficio o de un aumento de valor de sus bienes, como consecuencia de la realización de obras públicas o del establecimiento o ampliación de servicios públicos (como pueden ser el alcantarillado o el alumbrado público). Al igual que ocurre con las tasas, el importe de las contribuciones especiales está sujeto a un máximo: no puede superar el coste de la inversión pública.

						Impuestos: son los tributos exigidos sin contraprestación.

				

				Por lo tanto, los impuestos son un tipo particular (el más importante) dentro de los tributos, si bien no todos los tributos pueden ser considerados impuestos. Definimos el concepto de impuesto a continuación con algo más de detalle.

				
					
2.1. IMPUESTOS: DEFINICIÓN


					Los impuestos son transferencias económicas que establece coactivamente el Sector Público a su favor, sin contrapartida alguna, y respaldados por ley.

					En consecuencia, podemos decir que dos son las características que definen un impuesto. La primera es la coactividad.1 La segunda es la ausencia de contraprestación: esto es, el Sector Público determina unilateralmente la cantidad a pagar y los agentes privados están obligados a pagar esta cantidad sin contrapartida directa (a diferencia de lo que ocurre con las tasas y las contribuciones especiales).

					Que los impuestos no tengan contrapartida significa que, quien los paga, no adquiere en general un derecho a recibir más prestaciones públicas que quien no los paga, y que quien paga más impuestos no adquiere un derecho a mayores prestaciones que quien paga menos. De hecho, en general ocurre al contrario. Por ejemplo, quienes pagan más por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas reciben menos prestaciones públicas porque están excluidos de buena parte de los programas redistributivos como, por ejemplo, de las ayudas a la adquisición de vivienda. A los impuestos sin contrapartida se les denomina impuestos generales del Sector Público. Frente a esto, algunos impuestos, como las cotizaciones sociales, tienen una contrapartida en la forma de prestaciones futuras por desempleo o pensiones.2

					Los impuestos no son la única fuente de ingresos del Sector Público. El Sector Público también puede financiar sus gastos mediante otros ingresos tales como los precios públicos, ingresos patrimoniales (dividendos de empresas participadas, alquileres de propiedades públicas, intereses por préstamos, etc.), enajenación de sus activos (privatización de empresas públicas, ventas de participaciones en empresas, de edificios, etc.) o mediante transferencias (cantidades recibidas de forma gratuita del Sector Privado o ayudas dadas por organismos internacionales como, por ejemplo, la Unión Europea).

					Además, el Sector Público puede recurrir al endeudamiento y, en algunos países, a la emisión de dinero.3 En España, al igual que en el resto de los países de la Unión Europea, el gobierno central no puede recurrir a la emisión de dinero para financiar el gasto porque la política monetaria, y por extensión la capacidad de emitir dinero ha sido traspasada a la UE.4

					
						CUADRO 1.1. Financiación del gasto no financiero de las Administraciones Públicas
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										En % del gasto

									
										
										
										
										
										
										
								

								
										
										Impuestos

									
										
										73,5

									
										
										88,1

									
										
										94,4

									
										
										71,8

									
										
										79,7

									
										
										81,2

									
								

								
										
										Otros ingresos
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										9,3

									
										
										8,8

									
										
										7,7

									
										
										8,5

									
										
										8,1

									
								

								
										
										Necesidad (+) Capacidad (–) de Financiación
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										–3,2
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										11,7

									
										
										10,7
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										En % del PIB

									
										
										

									
										
										

									
										
										

									
										
										

									
										
										

									
										
										

									
								

								
										
										Necesidad (+) Capacidad (–) de Financiación

									
										
										7,0

									
										
										1,0

									
										
										–1,2

									
										
										9,4

									
										
										5,1

									
										
										4,5

									
								

							
						

						
							FUENTES: Elaboración propia a partir de las Cuentas Financieras de la Economía Española (2017) y la Contabilidad Nacional del INE.

						

					

					A fin de establecer la importancia de cada una de las fuentes de ingreso, el cuadro 1.1 analiza qué porcentaje del gasto no financiero de las Administraciones Públicas se financia con cada fuente de ingresos.

					Tal y como se sigue de este cuadro, los impuestos son, con mucho, el instrumento más importante de la financiación del gasto público. A mediados de la década de los noventa, los impuestos representaban en torno al 75 % de los recursos para financiar el gasto (no financiero) y el déficit cubría algo más del 15 % del gasto. Esto no era sino la continuación de la tradición de déficit públicos sustantivos que duraba desde comienzos de la década de los ochenta. La firma del Pacto de Estabilidad y Crecimiento (PEC) en 1997 obligaba a que todos los países de la UE que accedían al euro sanearan sus finanzas públicas y tendieran al equilibrio presupuestario (déficit cero) en el medio plazo. Esto se tradujo en un aumento del peso de los impuestos en los ingresos públicos, que en el año 2005 superaban el 94 % de la financiación del gasto. Por otro lado, el endeudamiento dejaba de ser un instrumento necesario para financiar el gasto no financiero, y los recursos superaban en más de un 3 % al gasto. El PEC reforzó, por tanto, el papel que tenían los impuestos como instrumento de financiación del gasto público. Sin embargo, la llegada de la Gran Recesión, que redujo la recaudación impositiva de manera muy importante, implicó una nueva disminución del peso relativo de los impuestos y un incremento notable del recurso al déficit. Finalmente, los datos muestran cómo con el inicio de la recuperación económica vuelve a aumentar el porcentaje que representan los impuestos en la financiación del gasto total. Las reformas puestas en marcha desde el año 2011 en el modelo de gobernanza fiscal y presupuestaria de la UE, orientadas a reforzar el cumplimiento de los compromisos de los Estados miembros en lo que respecta a sus niveles de déficit y deuda pública, hacen prever que los impuestos seguirán siendo el instrumento esencial, casi exclusivo, de financiación del gasto.5 Dada su importancia en el conjunto de los ingresos públicos, en adelante nos concentraremos en el estudio de los impuestos.

				

				
					
2.2. IMPUESTOS: CLASIFICACIÓN


					Habitualmente los impuestos se clasifican en tres grandes grupos: impuestos directos, indirectos y cotizaciones sociales.

					Los impuestos directos son aquellos que gravan el origen de la capacidad de pago; esto es, la obtención de renta o la mera tenencia de riqueza. Los impuestos directos más importantes son el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) y el Impuesto sobre Sociedades (IS) que gravan, respectivamente, la renta de los individuos y la renta de las empresas. Estos impuestos gravan la renta de los residentes en España. A los no residentes, tanto personas como empresas, se aplica el Impuesto sobre la Renta de los No Residentes (IRNR).

					Los impuestos indirectos son aquellos que gravan la manifestación de la capacidad de pago o, dicho de otro modo, los usos de la renta. Esto es, el consumo de bienes y servicios, la compra de determinados activos y otras operaciones similares. Estos impuestos se deben pagar cada vez que se realiza una compra/venta de un bien o servicio. El Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA) es el impuesto indirecto más importante en todos los países de la Unión Europea.

					Las cotizaciones sociales son impuestos sobre las rentas del trabajo (generalmente los salarios) cuya recaudación está afecta a gastos de cobertura social, generalmente las pensiones.6 La diferencia, por tanto, entre las cotizaciones y los impuestos sobre la renta radica en que, por un lado, las cotizaciones sólo gravan los salarios (y no toda la renta) y en que su recaudación se afecta (esto es, se dedica) al pago de prestaciones de cobertura social.

					El cuadro 1.2 describe los impuestos más importantes del sistema fiscal español dentro de cada una de las categorías anteriores y cuantifica la importancia recaudatoria de estos impuestos.

					
						CUADRO 1.2. Nivel y estructura de los impuestos* en España, 2015

						
							
								
										
										
										Como % de los Ingresos Fiscales

									
										
										Como % del PIB

									
								

							
							
								
										
										A) Impuestos Directos

									
										
										35,29

									
										
										
										12,77

									
										
								

								
										
										Renta de las Personas Físicas (IRPF) e Impuesto sobre la Renta de No Residentes

									
										
										
										21,10

									
										
										
										7,64

									
								

								
										
										Renta de Sociedades (IS)

									
										
										
										6,91

									
										
										
										2,50

									
								

								
										
										Impuesto de Actividades Económicas (IAE)

									
										
										
										0,48

									
										
										
										0,17

									
								

								
										
										Patrimonio (IP)

									
										
										
										0,32

									
										
										
										0,11

									
								

								
										
										Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI)

									
										
										
										3,62

									
										
										
										1,31

									
								

								
										
										Sucesiones y Donaciones (ISD)

									
										
										
										0,74

									
										
										
										0,27

									
								

								
										
										Otros

									
										
										
										2,13

									
										
										
										0,77

									
								

								
										
										B) Impuestos Indirectos

									
										
										29,46

									
										
										
										10,66

									
										
								

								
										
										IVA

									
										
										
										18,64

									
										
										
										6,75

									
								

								
										
										Especiales

									
										
										
										6,14

									
										
										
										2,22

									
								

								
										
										Hidrocarburos, Electricidad, Alcohol y otros

									
										
										
										6,05

									
										
										
										2,19

									
								

								
										
										Determinados medios de transporte

									
										
										
										0,10

									
										
										
										0,03

									
								

								
										
										Impuesto sobre las primas de seguros

									
										
										
										0,39

									
										
										
										0,14

									
								

								
										
										Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (ITP y AJD)

									
										
										
										1,93

									
										
										
										0,70

									
								

								
										
										Tasas sobre el juego

									
										
										
										0,31

									
										
										
										0,11

									
								

								
										
										Impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras

									
										
										
										0,14

									
										
										
										0,05

									
								

								
										
										Importaciones y otros impuestos sobre la producción

									
										
										
										1,90

									
										
										
										0,69

									
								

								
										
										C) Cotizaciones Sociales

									
										
										35,25

									
										
										
										12,76

									
										
								

								
										
										TOTAL

									
										
										100,00

									
										
										
										36,19

									
										
								

							
						

						
							* Sin impuestos propios de las CC.AA.

							FUENTE: Elaboración propia a partir de la Contabilidad Nacional Anual de España, INE (2016).

						

					

					Los impuestos directos pueden subdividirse en impuestos sobre la renta y sobre la riqueza. Los impuestos sobre la renta más importantes son, como ya se ha señalado, el IRPF (y su equivalente para los no residentes, el IRNR) y el Impuesto de Sociedades. En España existe, además, el Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE), que es un impuesto de carácter municipal que grava el beneficio presunto (estimado) de los que realizan actividades profesionales o empresariales en un municipio concreto.7

					Los impuestos directos más importantes sobre la riqueza que hay en España son el Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI), el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (ISD) y el Impuesto sobre el Patrimonio (IP). El IBI es el impuesto municipal más importante y grava la tenencia de inmuebles (solares o edificios). El ISD grava la adquisición de riqueza por los individuos, bien sea por herencia (sucesiones) o por donación. Finalmente, el IP grava la riqueza o patrimonio neto en manos de los individuos.

					Dentro de los impuestos indirectos, los más importantes gravan el consumo de bienes realizado dentro del país. El principal es el IVA. El IVA es lo que se denomina un impuesto general sobre el consumo. Esto es, un impuesto que grava el consumo de todos los bienes que realizan los individuos. Además de al IVA, algunos bienes están sujetos a un impuesto especial (adicional al IVA). A estos impuestos que gravan el consumo de bienes concretos se les denomina impuestos especiales o, en la jerga comunitaria, accisas.8

					El Impuesto sobre Transmisiones y Actos Jurídicos Documentados grava las transmisiones de bienes y derechos fuera del ámbito empresarial (por ejemplo, la compra de una vivienda de segunda mano), la realización de determinadas operaciones societarias (por ejemplo, la constitución de una sociedad o el aumento de capital) y los documentos de algunos actos jurídicos (notariales, mercantiles, judiciales). La tasa de juego, por su parte, grava determinados juegos de azar.

					Otro conjunto de impuestos indirectos está constituido por los impuestos sobre las importaciones. Estos impuestos gravan la importación de bienes a España. Desde la adhesión de España a la UE no existen impuestos a la importación de bienes procedentes de países de la UE.9 Los bienes procedentes de países no comunitarios tienen, sin embargo, que pagar la denominada tarifa exterior común. Esta tarifa es un impuesto que pertenece a la UE y establece los mismos tipos y grava los mismos bienes en todos los países de la UE. La tarifa exterior común la gestionan los gobiernos de los diferentes países pero entregan la recaudación a la UE.10 Finalmente están las Cotizaciones Sociales, que son impuestos recaudados por las diferentes Administraciones de la Seguridad Social que, posteriormente, se hacen cargo del pago de las prestaciones por cobertura social (desempleo, pensiones, etc.).

					El cuadro 1.2 incluye una lista relativamente amplia de impuestos. Y esta lista sería incluso más larga si se hubieran desglosado los impuestos que se engloban en los apartados de «otros», entre los que se incluyen figuras de reciente creación, como el Impuesto sobre la producción de combustible nuclear gastado y residuos radiactivos resultantes de la generación de energía nucleoeléctrica (en el apartado de impuestos directos), o el Impuesto sobre los gases fluorados de efecto invernadero (de naturaleza indirecta).11 Sin embargo, el cuadro 1.2 pone de manifiesto que, en realidad, la mayor parte de la recaudación proviene de unas pocas figuras impositivas. Entre sólo tres figuras —las Cotizaciones Sociales, el IRPF y el IVA— aportan aproximadamente el 75 % de la recaudación. Si a esto añadimos el IS y los Impuestos Especiales se llega hasta casi el 90 % de lo recaudado. Estas cinco figuras constituyen, por tanto, la base del sistema fiscal español.

					Finalmente, merece la pena destacar que, en su conjunto, el sistema fiscal español recauda aproximadamente un 36 % del PIB. Esto es, de cada euro de renta generada en la economía el sector público recauda 36 céntimos. Esta presión fiscal es ciertamente importante, pero está algo por debajo de la mayoría de los países de la UE15. Así, según los datos de la OCDE, en el año 2015 la presión fiscal promedio en la UE15 fue del 36,8 % y en algunos países (Francia y Dinamarca) superó el 45 %. Por otro lado, la presión fiscal en España, como la del resto de los países de la UE, es sustancialmente superior a la de los Estados Unidos (26,4 %).

					Pese a que la clasificación habitual es la que permite distinguir entre impuestos directos, indirectos y cotizaciones sociales, los impuestos pueden clasificarse con arreglo a diferentes criterios. Entre los más frecuentes encontramos los siguientes:

					
						a) Según el sujeto pasivo: se distingue entre impuestos personales, que son aquellos que tienen en cuenta las circunstancias personales del contribuyente en el cálculo de la carga tributaria (como por ejemplo, el IRPF), e impuestos reales, que recaen sobre objetos o actividades y no toman en consideración las circunstancias personales concretas en las que se halla el contribuyente (por ejemplo, el Impuesto sobre el Valor Añadido).

						b) Según la base imponible: puede diferenciarse entre impuestos sobre la renta generada (variable flujo, como en el caso del IRPF), sobre la riqueza o renta acumulada (variable stock, como en el Impuesto de Bienes Inmuebles) e impuestos sobre el consumo (renta gastada, cuyo mayor exponente es el IVA).

						c) Según el tipo impositivo: permite distinguir entre impuestos unitarios y ad-valorem. En los primeros, el tipo impositivo es una cantidad fija por unidad de base imponible (por ejemplo, por litro de gasolina o por cigarrillo), mientras que en los impuestos ad-valorem es un porcentaje aplicable a dicha base.

					

					Por último, los impuestos también pueden clasificarse en función del nivel de gobierno al que se atribuyen. Remitimos al capítulo 5 de Economía Pública I para una descripción de cómo se reparten las distintas figuras impositivas entre el nivel central, autonómico y local.

				

				
					
2.3. PRINCIPALES ELEMENTOS IMPOSITIVOS


					Los elementos básicos que configuran cualquier figura tributaria son los siguientes:

					a) Sujeto pasivo

					Se entiende por sujeto pasivo la persona natural o jurídica que está obligada por ley al cumplimiento de las prestaciones tributarias (en contraposición al sujeto activo, que es la entidad con capacidad legal para establecer el impuesto). Cabe distinguir entre contribuyente, al que la ley impone la carga tributaria, y la figura del retenedor, que está obligado a ingresar una parte del rendimiento en la fuente a cuenta del contribuyente.

					Conviene señalar que la anterior distinción no tiene que ver con el problema de la incidencia del impuesto, que se estudia en el capítulo 3 de este volumen. El efecto incidencia se refiere a la traslación de carga del impuesto, esto es, al estudio de quién termina soportando realmente el impuesto, con independencia de las disposiciones establecidas por la ley fiscal. En otras palabras, mientras que las figuras del contribuyente y del responsable legal están formalmente delimitadas en la legislación fiscal, el auténtico impacto del impuesto puede no recaer sobre ninguno de ellos en presencia de traslación impositiva.

					b) Hecho imponible

					Se entiende por hecho imponible aquella circunstancia cuya realización, de acuerdo con la ley, origina la obligación tributaria. Son hechos imponibles la obtención o imputación de renta en los impuestos sobre la renta; la propiedad de bienes y la titularidad de derechos económicos en los impuestos de patrimonio; la adquisición de bienes y derechos por herencia o por donación en los impuestos de sucesiones y donaciones; la entrega de bienes y la prestación de servicios en los impuestos sobre las ventas, etc.

					Cuando en un impuesto se dice que existen operaciones no sujetas (al impuesto), lo que ocurre es que dichas operaciones no pueden considerarse hecho imponible, y por lo tanto no pueden someterse al gravamen que corresponda. Es importante distinguir las operaciones no sujetas de las exentas. Estas últimas sí forman parte del hecho imponible, pero por alguna razón el legislador ha decidido exonerarlas de gravamen. Por ejemplo, la prestación de servicios educativos es una actividad sujeta y exenta en el IVA, mientras que la entrega de muestras sin valor comercial representa una actividad no sujeta a dicho impuesto. La consecuencia práctica, no obstante, es la misma: en ambos casos no hay gravamen asociado a la operación.

					c) Base imponible

					La base imponible es la cuantificación y valoración del hecho imponible. Se trata en general de una cantidad de dinero (en los impuestos de renta, patrimonio, volumen de ventas, etc.), pero también puede tratarse de otros signos, como el número de personas viviendo en una casa, un litro de cerveza o de gasolina o un número de cigarrillos, etc.

					En algunos impuestos cabe también hablar de base liquidable, que es el resultado de aplicar a la base imponible determinadas reducciones previstas por la ley.

					Se pueden diferenciar dos métodos básicos para determinar la base del impuesto. El sistema de estimación directa exige la elaboración de cálculos apoyados en documentos y datos contables. Para que este método funcione adecuadamente debe apoyarse en tres pilares. En primer término, la existencia de declaración voluntaria del contribuyente. En segundo lugar, el establecimiento de adecuados mecanismos de inspección, con objeto de detectar situaciones de no declaración y de eventual falsedad en las declaraciones realizadas. Y en tercer lugar, la aplicación de un régimen de sanciones efectivas en los casos en los que la inspección, y en su caso los tribunales, así lo determinen.

					El segundo método de determinación de la base imponible es el sistema objetivo o indiciario, que utiliza determinados signos externos o índices. Por ejemplo, algunos contribuyentes estiman la base imponible del IRPF correspondiente a los rendimientos de ciertas actividades empresariales a partir del número de asalariados, de la superficie del local y del consumo de energía eléctrica.

					Sólo en el caso de que la base imponible no pueda determinarse a partir de los sistemas anteriores (por resistencia del contribuyente, o por destrucción de los documentos justificativos de la actividad económica) se emplea el método de estimación indirecta, que permite valorar la base a partir de aproximaciones indirectas de la capacidad de pago como, por ejemplo, el beneficio medio del sector, o los datos y antecedentes disponibles que sean relevantes. Este método tiene, por tanto, carácter excepcional.

					La principal ventaja del método de evaluación directo es que tiende a ofrecer aproximaciones más precisas de la base imponible aunque, como contrapartida, los costes administrativos para la administración fiscal y para los contribuyentes son superiores. Por su parte, el sistema objetivo es más cómodo y más barato en términos administrativos, si bien ofrece peores estimaciones de la base imponible.

					En general, los métodos directos, aunque administrativamente más caros, permiten un reparto más justo de los impuestos, ya que la determinación de la base guarda mejor relación con la capacidad real del contribuyente; por otra parte, tienden a ofrecer una mayor capacidad recaudatoria neta, en la medida en que los sistemas indiciarios suelen infravalorar las bases imponibles. En cualquier caso, la selección de uno u otro sistema no constituye habitualmente una decisión libre de la administración fiscal: la elección del sistema de estimación directa exige la existencia generalizada de documentos acreditativos de las relaciones económicas, lo que depende del grado de desarrollo tecnológico de la sociedad, y exige también una suficiente capacidad técnica y de inspección de la administración tributaria.12

					d) Tipo de gravamen

					Se entiende por tipo de gravamen aquella proporción o cantidad que se aplica sobre la base imponible o liquidable con objeto de calcular el gravamen, y que da lugar a la cuota tributaria. Dicha proporción puede ser fija o variable.

					En los impuestos directos es frecuente que, sobre la base de gravamen, se aplique una tarifa compuesta por un conjunto de tipos, cada uno de los cuales corresponde a un tramo de renta o riqueza distinto.

					Es importante diferenciar entre tipo impositivo medio y tipo marginal. Mientras el primero indica la proporción que la cuota tributaria representa sobre la base imponible o liquidable, el tipo marginal no es sino el porcentaje que se aplica a la última unidad de base.

					e) Cuota tributaria

					La cuota tributaria es aquella cantidad que representa el gravamen, y puede ser una cantidad fija o el resultado de multiplicar el tipo impositivo por (o aplicar la tarifa a) la base imponible o liquidable.

					Es habitual distinguir entre cuota íntegra y cuota líquida. La cuota líquida se obtiene de aplicar a la cuota tributaria las deducciones y bonificaciones que la normativa del impuesto establezca. La existencia de distintos tipos de bonificaciones fiscales obliga a definir el concepto de tipo medio efectivo, que se calcula como el ratio entre la cuota líquida y la base imponible, y que representa el porcentaje real que el contribuyente paga a la Hacienda Pública.

					Asimismo, en algunos impuestos aparece el concepto de cuota diferencial, que es el resultado de minorar la cuota líquida en el importe de los adelantos impositivos (retenciones, pagos fraccionados, etc.)

					f) Deuda tributaria

					Constituye la deuda tributaria el resultado de incrementar la cuota líquida con, en su caso, los intereses de demora y los posibles recargos (por ejemplo, por pago extemporáneo).

					g) Elementos temporales

					Cabe distinguir diversas fechas clave en el ciclo de la vida del impuesto: la fecha en que se origina la deuda tributaria (o fecha de devengo); las fechas de declaración, en su caso, y de recaudación o pago; y finalmente la fecha de prescripción, que constituye una de las vías de extinción de las obligaciones tributarias. Actualmente el período de prescripción de la deuda tributaria en España es de 4 años.

				

			

			
				
3. Criterios de valoración de los sistemas impositivos


				Los sistemas impositivos tienen como función principal recaudar los ingresos necesarios para financiar las políticas de gasto público. Para conseguir este objetivo, que es común a todos ellos, los sistemas impositivos pueden diseñarse de múltiples maneras. La bondad relativa de un sistema fiscal ha de valorarse en función de hasta qué punto cumple una serie de principios que se consideran deseables, y entre los que se encuentran la eficacia (o suficiencia recaudatoria), la eficiencia y la equidad. A continuación resumimos los principios que deben guiar el diseño de cualquier sistema fiscal.

				
					
3.1. SUFICIENCIA


					La suficiencia remite a la capacidad del sistema impositivo para financiar las necesidades de gasto público de una sociedad. Ello implica que debe haber un conjunto de impuestos con bases imponibles amplias, que garanticen un alto grado de eficacia recaudatoria. La suficiencia puede definirse tanto desde una perspectiva estática (en un determinado momento del tiempo, la recaudación impositiva debe ser suficiente para cubrir el gasto público total), como desde una perspectiva dinámica (que exige que el sistema fiscal dé respuesta a lo largo del tiempo a las necesidades de financiación del gasto).

				

				
					
3.2. EFICIENCIA


					Otro de los criterios básicos para valorar un impuesto (y, por extensión, el sistema fiscal) es la eficiencia económica. Esto es, hasta qué punto interfiere o no en el proceso de libre elección de los contribuyentes y les fuerza (o no) a tomar decisiones inadecuadas desde el punto de vista de la asignación de recursos.

					Si, en ausencia de impuestos, el funcionamiento del mercado conduce a la eficiencia, tras la introducción de los impuestos la asignación debería seguir siendo eficiente. Este requisito es muy razonable porque si, tras los impuestos, se produjera una asignación ineficiente, sería posible reasignar los recursos existentes de tal forma que el gobierno recaudara lo mismo y algún consumidor mejorara sin que ningún otro empeorara.13 Por tanto, al igual que ocurre en el caso general, la ineficiencia de los impuestos significa simplemente que se están desperdiciando recursos a efectos de aumentar el bienestar de algún agente económico.

					Para ver la característica básica que debe tener un impuesto para ser eficiente es suficiente con darse cuenta de que la clave de que el libre mercado conduzca a la eficiencia es que los consumidores y productores se guíen por los mismos precios relativos. Por lo tanto, para que un impuesto sea eficiente no debe abrir divergencias entre los precios relativos por los que se guían consumidores y productores. Es decir que si q = (q1, q2, ..., qn) son los precios de los bienes de consumo que paga el consumidor después de impuestos, r = (r1, r2, ..., rp) son las retribuciones a los factores de producción que reciben sus propietarios después de impuestos, p = (p1, p2, ..., pn) son los precios de los bienes que reciben los productores después de impuestos, y w = (w1, w2, ..., wp) las retribuciones a los factores que pagan los empresarios, el sistema fiscal será eficiente si, y sólo si, para cualesquiera dos bienes (i y j) y cualesquiera dos factores productivos (h y k):

					
						qi/qj = pi/pj; wh/wk = rh/rk; wh/qj = rh/pj;

					

					Esto es, un impuesto o un conjunto de impuestos conduce a la eficiencia si no abre divergencias entre los precios relativos (de bienes y factores) por los que se guían consumidores y productores. Obsérvese que esta propiedad hace referencia a los precios relativos y no a los precios absolutos. Es decir que, si para cierta constante λ se cumple que para cualquier bien y factor qi = pi(1 + λ) y wh = rh(1 + λ), entonces los vectores de precios del consumidor (q, r) y del productor (p, w) conducen a la eficiencia.

					Cuando un impuesto no abre divergencias entre los precios relativos del consumidor y productor y, por tanto, conduce a la eficiencia económica, se dice que es neutral. Por contra, si un impuesto abre divergencias entre los precios relativos de consumidores y productores se dice que es distorsionante. Por otro lado, a la diferencia entre los precios relativos del consumidor y del productor se la denomina Cuña Fiscal.

					Para que un impuesto sea neutral no debe distorsionar las decisiones individuales. Es fácil comprobar que esto sólo será posible cuando el impuesto sea independiente de las decisiones de consumo o de las ofertas factoriales de los individuos. Cuando un impuesto es de esta forma —independiente de las decisiones de los consumidores— se dice que es un impuesto de tanto alzado o de suma fija. Un impuesto de tanto alzado es, simplemente, una detracción de renta de cuantía fija a los contribuyentes.

					Hay muchos ejemplos sencillos de impuestos de tanto alzado. Los impuestos sobre la edad, la altura o el color de ojos son todos ellos de tanto alzado porque los contribuyentes no pueden hacer nada para cambiar estas características suyas exógenas y, por extensión, para modificar con su comportamiento el impuesto a ingresar. El problema de estos impuestos es que incumplen las nociones de equidad aceptadas en las sociedades avanzadas. Teóricamente este problema es fácil de solventar. Por ejemplo, llamemos w a la capacidad innata de los individuos para obtener renta y supongamos que esta capacidad es exógena.14 Entonces, un impuesto sobre la capacidad de generar renta sería de tanto alzado (porque la capacidad es exógena) y, además, sería considerado por muchos equitativo.15 Sin embargo, en la práctica este tipo de impuesto es inviable porque la capacidad de generar renta no es observable. Por ello el Sector Público carece de la información suficiente para aplicar este tipo de impuesto. Esto pone de manifiesto uno de los problemas básicos de los impuestos de tanto alzado. Si bien son eficientes, en general serán inequitativos porque el Sector Público carece de la información necesaria para diseñarlos equitativamente.

					Dentro de los impuestos de tanto alzado, un tipo de impuestos que tienen una importancia especial son los denominados Impuestos de Capitación.16 Un impuesto de capitación es un impuesto de tanto alzado en el que todos los contribuyentes pagan la misma cantidad. Por ejemplo, un impuesto que dijera «todos los contribuyentes tienen que pagar (independientemente de cualquier circunstancia) 1.000 euros de impuestos» sería un impuesto de capitación. Por otro lado, un impuesto que dijera «los hombres pagan 1.000 euros de impuestos» y «las mujeres pagan 500» sería un impuesto de tanto alzado, pero no de capitación.

					El único ejemplo en la historia reciente de un impuesto de tanto alzado es, precisamente, el de un impuesto de capitación introducido por el gobierno conservador de Margaret Thatcher en el Reino Unido en 1990 como instrumento de financiación de los municipios (el denominado Poll Tax). Este impuesto básicamente consistía en que cada municipio dividiera su presupuesto de gasto entre todos los contribuyentes y cobrara a cada uno ellos un impuesto igual a la cantidad resultante.17 Sin embargo, este impuesto se encontró con los problemas de equidad que, debido a los problemas de información, tienen en la práctica los impuestos de tanto alzado. Como el Poll Tax hacía pagar a todos (ricos o pobres) lo mismo, iba en contra de las normas de equidad dominantes y suscitó numerosas protestas que, en última instancia, forzaron a que fuera revocado. La inconsistencia con la equidad, interpretada como que el que tenga más pague impuestos más altos, es, probablemente, la causa del escaso uso en la práctica de los impuestos de tanto alzado.

					Hasta el momento hemos señalado que un impuesto de tanto alzado es neutral. Se puede comprobar fácilmente que la inversa también es cierta.18 Si un impuesto es neutral tiene que ser de tanto alzado. De esta forma los impuestos de tanto alzado se configuran como los únicos impuestos susceptibles de dar lugar a asignaciones eficientes. Por ello, a pesar de su escasa utilización práctica, tienen una importancia teórica considerable.

					Cuando se establece un impuesto neutral el resultado es eficiente. Sin embargo, en la mayoría de los problemas el Sector Público se ve restringido a utilizar impuestos que no le permiten alcanzar la neutralidad. Éste será el caso cuando, por ejemplo, por razones de equidad no puede utilizar impuestos de tanto alzado.

					Cuando el gobierno no puede alcanzar la neutralidad su objetivo será el de minimizar la pérdida de eficiencia de los impuestos. De esta forma ya no intentará reducir a cero esta pérdida (porque no se puede con los impuestos que se utilizan) sino hacerla lo más pequeña posible. A estos impuestos que minimizan la pérdida de eficiencia (sin hacerla cero) se les denomina de Second Best.19 El capítulo 2 ofrece toda una serie de reglas de Second Best aplicadas al caso de la imposición indirecta.

					Por otro lado, cuando los impuestos permiten alcanzar la eficiencia, es decir, son neutrales, se dice que son la solución de First Best20 al diseño del sistema fiscal.

				

				
					
3.3. EQUIDAD


					Los impuestos han de ser, idealmente, equitativos. La distribución de la carga de los impuestos entre los contribuyentes puede realizarse utilizando diferentes principios que establecen cuál debe ser la base impositiva. De entre ellos, los que han tenido una mayor importancia en la literatura hacendística son el beneficio, la capacidad de pago, la utilidad y el consumo.

					
						El Principio del Beneficio

						Según el principio del beneficio, los impuestos que tiene que pagar un contribuyente deben estar relacionados con los beneficios que recibe de los bienes y servicios públicos. Esto es, quien obtenga mayores beneficios debe pagar impuestos más altos. Cada cual paga según recibe y, por tanto, el residuo fiscal21 de todos los individuos es cero. Básicamente, por tanto, la aplicación del principio del beneficio transforma los impuestos en un sistema de precios.

						¿Es aplicable de forma general este principio de distribución de la carga fiscal? Veamos en primer lugar qué implicaciones tendría la aplicación del principio del beneficio a aquellos Bienes Públicos para los que la exclusión mediante precio no es posible, como ocurre, por ejemplo, con la Defensa nacional.22 El principio del beneficio implicaría que cada individuo pagara un impuesto (precio) por unidad provista igual a su valoración marginal del bien. Esto es, quien valorara mucho la Defensa pagaría un porcentaje de su coste más elevado que quien la valorara poco. Sin embargo, como en la práctica las valoraciones individuales de los Bienes Públicos no son observables, la única forma de aplicación del principio del beneficio es suponer que todos los contribuyentes los valoran igual. Esto llevaría a unos impuestos per cápita iguales. Ésta es la lógica que subyacía a, por ejemplo, el Poll Tax del Reino Unido.

						La financiación de un Bien Público mediante un impuesto per cápita no distorsionará las decisiones individuales de consumo entre bienes privados ni la elección consumo ocio. Por ello, si el nivel de gasto que se financia es eficiente, la aplicación de una financiación igual per cápita mantendrá la eficiencia. Sin embargo, lo que no es cierto es que una regla de financiación igual per cápita ayude a escoger niveles de gasto más eficientes. Supongamos, por ejemplo, que el nivel de gasto de un país se determina mediante votación. Entonces no es cierto que el nivel de gasto votado sea más eficiente si este gasto se financia mediante un impuesto de capitación que si se utilizan otras reglas de financiación (como, por ejemplo, un impuesto proporcional sobre la renta).23

						En el caso de los Bienes Públicos donde la exclusión es posible, la aplicación del principio del beneficio conllevaría establecer una tasa de utilización. Así, por ejemplo, en el caso de la televisión (si se desea excluir a alguien) se podría establecer una cuota de conexión. Este mecanismo de financiación del gasto no es, sin embargo, eficiente, pues sería posible que algunos individuos mejorasen sin que nadie empeorase: bastaría con permitir el acceso a los servicios de televisión a los individuos que valoran dicho servicio por debajo del coste de conexión. De esta forma sería posible lograr una asignación Pareto Superior no excluyendo a nadie del uso del bien. Por ello, aunque alguien pueda considerar que es justo, no es eficiente financiar un bien público excluible mediante el principio del beneficio.

						Finalmente, está el caso de los Bienes Privados provistos por el Sector Público.24 En estos casos el principio del beneficio conduciría a un sistema de precios que, si se diseña adecuadamente, llevará a la eficiencia. Dado que los Bienes Privados provistos por el Sector Público son de consumo individual y además la utilización del principio del beneficio conduce a la eficiencia, parece natural afirmar que este principio debe guiar la financiación de estos bienes. Esto, sin embargo, no es así porque en realidad la mayoría de las veces que el Sector Público provee Bienes Privados lo hace por razones redistributivas. Éste es el caso de, por ejemplo, la Educación o la Sanidad. Y simplemente carece de sentido financiar bienes redistributivos mediante el principio del beneficio porque esto eliminaría su componente redistribuidor. Por ello los únicos candidatos reales a ser financiados mediante el principio del beneficio son los bienes privados que el Sector Público provee por razones de eficiencia. Esto incluye, por ejemplo, los monopolios naturales (gas, electricidad, agua, etc.). Las Tasas y los Precios Públicos son ejemplos de ingresos públicos que, en la práctica, se basan en el principio del beneficio.

					

					
						El Principio de la Capacidad de Pago

						Según el principio de la capacidad de pago el gasto público debe ser financiado por los contribuyentes en función de su posición económica. Esto es, los que están en mejor posición económica deben pagar más impuestos. El principio de la capacidad de pago, a diferencia del principio del beneficio, conllevará una redistribución entre individuos en la que los peor situados obtendrán un residuo fiscal positivo en tanto los mejor situados tendrán un residuo fiscal negativo.

						Convencionalmente, la capacidad de pago de una persona se identifica con su renta.25 De esta forma el principio de la capacidad de pago establece que el gasto público debe ser financiado por los individuos en función de su renta. Como ya se ha señalado, en general, los impuestos basados en la renta son distorsionantes, por lo que el principio de la capacidad de pago conducirá a asignaciones ineficientes. No obstante, para quienes defienden el principio de la capacidad de pago, las ganancias de equidad de la aplicación de este principio compensan las pérdidas de eficiencia que conlleva.

						En todo caso, el principio de la capacidad de pago es el fundamento de los sistemas fiscales modernos. Así, todos los impuestos directos son aplicaciones del principio de la capacidad de pago. Incluso en los impuestos indirectos se busca la aplicación del principio de la capacidad de pago estableciendo tipos más elevados sobre los bienes consumidos por las rentas más altas para que, de esta forma, la distribución de la carga de estos impuestos se acomode al principio de la capacidad de pago.

						Basar los impuestos en la renta puede parecer una opción razonable, al menos desde una perspectiva igualitarista. En realidad, sin embargo, utilizar la renta como base de imposición plantea un problema de equidad, ya que no se toma en cuenta el esfuerzo realizado para obtener dicha renta. De hecho, el principio de la capacidad de pago hace recaer la financiación del Sector Público sobre quienes tienen preferencias más fuertes por los bienes producidos (y para financiar sus gustos necesitan trabajar más y obtener más renta), y exime de financiar los gastos colectivos a quienes prefieren un bien no producido como el ocio (y, por tanto, trabajan menos y tienen menos renta).

						Una forma de solventar estos problemas sería incluir alguna medida del ocio en la renta a considerar a efectos del principio de la capacidad de pago. Otra alternativa, más acorde con los principios de la Economía del Bienestar, sería la de, simplemente, tomar como indicador de la posición económica de un individuo su utilidad y, consecuentemente, basar los impuestos en los niveles de utilidad de los individuos.

					

					
						El Principio de la Utilidad

						Según el principio de la utilidad, la posición económica de los individuos está medida, no por su renta, sino por su bienestar. Por ello, los impuestos deben basarse en los niveles individuales de utilidad y no en los de renta.

						El principio de la utilidad tiene una amplia tradición en la Hacienda y los autores clásicos como Pigou, Dalton y John Stuart Mill propusieron principios de justicia tributaria basados en las pérdidas de utilidad que causa el sistema fiscal a los contribuyentes. Así surgieron las denominadas teorías del sacrificio igual, según las cuales el sistema fiscal más justo es aquel que causa una pérdida igual de utilidad a todos los individuos.26 Estas teorías cayeron en desuso debido, fundamentalmente, a que dentro del análisis económico se generalizó la idea de que los niveles de utilidad de los individuos no eran medibles; no digamos ya comparables. La nueva Economía del Bienestar ha retomado la idea de la comparabilidad de los niveles de utilidad y ha vuelto a poner a la utilidad en el centro de los análisis de bienestar.

						Sin embargo, la aplicación del principio de la utilidad al diseño de los impuestos plantea problemas cuando las funciones de utilidad difieren entre los individuos o cuando estas funciones incluyen argumentos no económicos. Porque, por ejemplo, ¿debe pagar menos impuestos un multimillonario al que su ambición por poseer más dinero le hace tener una utilidad baja, que un individuo de renta baja que, sin embargo, es muy feliz con lo que posee? Probablemente la mayoría de nosotros diría que no.

						Esto sugiere que si se desea aplicar el criterio de la utilidad al diseño de los impuestos se debe despojar a la función de utilidad de connotaciones subjetivas y hacerla depender sólo de variables económicas. Simplemente se definiría un índice de bienestar, U(.), común a todos los individuos, que dependería de variables económicas (consumo, renta, esfuerzo laboral, etc.). El problema es, obviamente, cómo elegir este índice de bienestar común para todos los individuos.

						En todo caso, cuando todos los individuos tienen la misma función de utilidad, el principio de la capacidad de pago y el principio de la utilidad coinciden, siempre que los individuos tengan una sola fuente de renta. Por ejemplo, si la función de utilidad común a todos los individuos, U(.), depende exclusivamente de la renta, entonces U(y1) = U(y2) si, y sólo si, y1 = y2, con lo que ambos principios coinciden.

					

					
						El Principio del Consumo

						Según el Principio del Consumo, la base adecuada para establecer el impuesto es, no la renta, sino el valor del consumo que realizan los individuos. La propuesta de que los impuestos se basen en el consumo se puede encontrar ya en los escritos del filósofo moral Thomas Hobbes en el siglo XVII. La lista de economistas que defienden la base consumo incluye también, entre otros, a John Stuart Mill, Irving Fisher y más recientemente Nicholas Kaldor, Mervyn King y Laurence Kotlikoff.27

						Un impuesto sobre el consumo sería un impuesto que anualmente gravara el consumo realizado por los individuos. Como por definición:

						
							Consumo = Renta – Ahorro

						

						un impuesto sobre el consumo es equivalente a un impuesto sobre la renta que permite deducir de la base el ahorro realizado. De hecho, los impuestos sobre el consumo se presentan como alternativa, no a los impuestos indirectos actuales, sino a los impuestos sobre la renta. La alternativa al IRPF basada en el consumo es el denominado impuesto sobre el gasto.

						Según sus defensores, la base imponible «consumo» presenta ventajas de equidad y eficiencia en relación con la base «renta». En el ámbito de la equidad se señala que:

						
								Es más justo gravar a un individuo según lo que retira de la sociedad (su consumo) que según lo que aporta (su producción).

								Elimina la doble imposición del ahorro. Con un impuesto sobre la renta, si una persona gana 100 euros y los dedica al consumo, paga impuestos una vez (sobre esos 100 euros). Sin embargo, si ahorra 50 euros, pagará impuestos sobre la renta total (100 euros), y posteriormente pagará impuestos sobre los intereses que genere ese ahorro. Hay quien interpreta que esto es una doble imposición injusta del ahorro. Obviamente, un impuesto sobre el consumo evitaría esta doble imposición.28


						

						Desde la perspectiva de la eficiencia, los defensores del impuesto sobre el gasto argumentan que, al eximir el ahorro de tributación, lo estimularía. Esto aumentaría la acumulación de capital de la economía y, por extensión, su nivel de producción y su tasa de crecimiento.

						Los argumentos en favor de los impuestos sobre el gasto pueden ser cuestionados desde diferentes perspectivas. Por ejemplo, no es cierto que la renta de una persona sea una «aportación a la sociedad». La renta de una persona es propiedad suya e incluso si no la consume le confiere poder, seguridad, influencia, etcétera. Además, parece dudoso desde el punto de vista ético que un millonario que, por frugalidad o avaricia, consume poco, tenga que pagar menos impuestos que otra persona que, ganando mucho menos, dedica al consumo la mayor parte de sus ingresos.

						Por otro lado, la denominada doble imposición del ahorro no conduce necesariamente a un impuesto sobre el gasto. Para evitarla bastaría con, por ejemplo, mantener un IRPF que eximiera de la base los rendimientos del ahorro. Pero ni siquiera está claro que esto sea ni eficiente ni equitativo. Gravar los rendimientos del ahorro es equivalente a aumentar el precio del consumo futuro. Y no es más injusto distorsionar el precio del consumo futuro que distorsionar cualquier otro precio (de un bien o un factor) de la economía.

						De igual forma, en un contexto de Second Best, gravar el ahorro puede ayudar a compensar otras distorsiones introducidas por el sistema fiscal29 y mejorar la eficiencia. Por ejemplo, gravar los rendimientos del ahorro encarece el coste del consumo futuro y puede inducir a los individuos a trabajar más hoy. Esto, a su vez, puede compensar una distorsión en el mercado de trabajo (como por ejemplo un impuesto sobre la renta) que está induciendo a los individuos a trabajar menos.

						Finalmente la relación entre el impuesto sobre el gasto y el nivel de ahorro también plantea problemas. Para defender un impuesto sobre la base de que aumenta el ahorro es necesario, primero, justificar que el nivel de ahorro es ineficientemente bajo. Más aún, incluso aunque así fuera, no está claro que eximir de tributación el ahorro lo aumente o, al menos, que lo aumente más que otras medidas como, por ejemplo, una reducción general en el nivel de impuestos.

						En todo caso, conviene señalar que los impuestos sobre el gasto prácticamente nunca han sido llevados a la práctica. Ciertamente, una multitud de Comisiones de Expertos han propuesto sustituir el IRPF por un impuesto sobre el gasto. Sin embargo, la realidad es que estas propuestas casi nunca se han puesto en práctica y sólo algunos países en vías de desarrollo se han aventurado a introducir a escala limitada y temporalmente impuestos sobre el gasto.30 Con todo, las propuestas de introducir impuestos sobre el gasto continúan teniendo muchos defensores y reaparecen recurrentemente.

					

				

				
					
3.4. SENCILLEZ


					Un sistema fiscal es sencillo cuando se basa en unos pocos impuestos de base muy amplia. Esto es, cuando lo que grava el impuesto (la renta, el consumo, la propiedad, etc.) se define de forma muy general, sin reglas complicadas de valoración y sin casos particulares. La sencillez de los impuestos presenta varias ventajas:

					
						a) Reduce la Presión Fiscal Indirecta de los Contribuyentes. La Presión Fiscal Indirecta es el coste en el que incurren los contribuyentes para cumplir con sus obligaciones tributarias. Este coste puede ser monetario (cuando, por ejemplo, se paga a un asesor fiscal) o no monetario (cuando es el propio contribuyente quien realiza las llevanzas de documentos y libros necesarios, y rellena las declaraciones).

						Obviamente, la Presión Fiscal Indirecta es una consecuencia no deseable de los sistemas fiscales porque supone un coste para los contribuyentes que no se traduce en recaudación para la Administración y, por extensión, no da lugar a ninguna provisión adicional de bienes y servicios. Por ello, reducir la Presión Fiscal Indirecta es un objetivo deseable para los sistemas fiscales.

						b) Reduce el Fraude. Cuando un sistema es complicado puede crear un rechazo por parte de los contribuyentes, bien porque no lo entienden y, entonces, lo consideran arbitrario o, simplemente, porque ante las complicaciones optan por no cumplir con sus obligaciones. Bajo estas premisas, reducir la complejidad del sistema fiscal puede dar lugar a una reducción del fraude.

						c) Reduce los Costes de Gestión. Todo sistema fiscal consume una serie de recursos en el proceso de gestión y recaudación. Estos recursos consumidos incluyen elementos tales como los gastos del personal al servicio de la Hacienda (inspectores, abogados, etc.) y los gastos de equipamiento (material informático, edificios, etc.). Estos gastos, si bien necesarios para obtener la recaudación, suponen un coste para el contribuyente pero no se traducen en la provisión de bienes y servicios adicionales. Por ello sería deseable reducirlos.

						Es claro que cuanto más sencillo sea el sistema fiscal, menores serán estos gastos. Así, por ejemplo, un IRPF basado en una amplia utilización de las retenciones liberatorias31 ahorraría una parte considerable de los costes de tratamiento de los millones de declaraciones que se presentan cada año.

					

				

				
					
3.5. FLEXIBILIDAD


					Se dice que un sistema fiscal es flexible cuando su recaudación se ajusta automáticamente a las variaciones de renta de la economía. La flexibilidad es, obviamente, una cuestión de grado. Por ejemplo, la recaudación de un impuesto con un porcentaje fijo sobre la renta crece a la misma tasa que la renta. Por otro lado, la recaudación de un impuesto donde los tipos medios crezcan con la renta crece por encima de los aumentos de la renta debido a que, al aumentar ésta, todos los contribuyentes se verán empujados a tipos medios más elevados. En el otro extremo, impuestos como los especiales carecen de flexibilidad. En los impuestos especiales lo que se paga generalmente es una cantidad fija por unidad consumida. Por ejemplo, 50 céntimos por litro de gasolina o 2,6 euros por cajetilla de tabaco. De esa forma, al aumentar la renta de la economía, la base del impuesto (el número de unidades consumidas) no varía (o lo hace marginalmente) y la recaudación permanece constante.

					Cuando un impuesto no es flexible y los precios están aumentando (porque existe inflación), el Sector Público tiene que aumentar los tipos impositivos para que la recaudación real no disminuya. Éste es el caso, por ejemplo, de los impuestos especiales que al principio de cada año deben reajustar sus tipos según la inflación prevista para que la recaudación no disminuya en términos reales.

					Ahora bien, para que el Sector Público aumente los tipos de un impuesto es necesaria una acción legislativa. Esto es, que se presente un proyecto de Ley y este proyecto lo apruebe el Parlamento. Este procedimiento puede retrasar los aumentos de los tipos porque los trámites parlamentarios requieren un tiempo determinado. Más importante, dado que cualquier aumento de impuestos es impopular (incluso si sólo es para mantener el valor de recaudación real), los políticos pueden preferir perder recaudación a aceptar la impopularidad de aumentar los tipos. Esto llevaría a unos niveles de recaudación (y por tanto de gasto) ineficientemente bajos. Si el impuesto es flexible estos problemas desaparecen porque la recaudación aumenta de forma automática a medida que lo hace la renta.

					Junto a la ventaja de evitar intervenciones legislativas, aquellos impuestos, como los impuestos progresivos sobre la renta, que son suficientemente flexibles como para crecer por encima de los aumentos nominales de renta, juegan un papel de estabilizadores automáticos. Esto significa que cuando la renta aumenta, al crecer más rápido que ella, minoran el crecimiento de la renta disponible de los contribuyentes y, por tanto, contienen el crecimiento de la demanda agregada y reducen las tensiones inflacionistas. A la inversa, cuando la renta disminuye reducen su recaudación por encima de la reducción de renta y sirven para estimular la demanda agregada.

				

				
					
3.6. PERCEPTIBILIDAD IMPOSITIVA


					De acuerdo con el principio de perceptibilidad impositiva, los contribuyentes deben conocer con precisión cuál es la carga fiscal que soportan. Dicho de otro modo, el diseño de los impuestos debe tratar de evitar que se produzca el fenómeno de la ilusión fiscal, que tiene lugar cuando la ciudadanía no percibe claramente el montante de los pagos impositivos. Este principio implica que el sistema fiscal ha de ser transparente, lo que promueve la responsabilidad y la rendición de cuentas por parte de los gobernantes.

					Los impuestos sobre el consumo favorecen la ilusión fiscal en tanto la cuantía del impuesto se encuentra incluida en el precio del bien o servicio que se adquiere en el mercado. Los impuestos directos, en cambio, son muy perceptibles, pues suelen exigir que el contribuyente presente una declaración de pago (es el caso del IRPF o del Impuesto sobre Sociedades).

				

				
					
3.7. COMPROMISOS ENTRE PRINCIPIOS


					El análisis anterior sugiere que el sistema fiscal ideal es el que, simultáneamente, cumpla los principios de Suficiencia, Eficiencia, Equidad, Sencillez, Flexibilidad y Perceptibilidad. El problema es que, habitualmente, estos objetivos están en conflicto y es imposible alcanzarlos simultáneamente.

					Consideremos, por ejemplo, los principios de Equidad y Sencillez aplicados al diseño del IRPF. La Equidad exige que lo que pague cada contribuyente se ajuste con precisión a su capacidad de pago. Esto es, que contribuyentes con la misma capacidad de pago paguen los mismos impuestos y aquellos que tienen mayor capacidad de pago paguen más impuestos. Sin embargo, medir con precisión la capacidad de pago de un contribuyente es una tarea muy compleja porque, entre otras cosas, es necesario valorar ingresos no monetarios (autoconsumos, rendimientos en especie, etc.), hacer una relación extensiva de los gastos necesarios para obtener los ingresos, cuantificar con precisión las circunstancias que modifican la capacidad de pago del contribuyentes (hijos, otros dependientes), etc.32

					Todo esto implica que si deseamos un IRPF que sea justo tendrá que ser, por necesidad, complejo y, por extensión, caro para la Administración y para el contribuyente. Si, por otro lado, se busca la sencillez, habrá que simplificar el cálculo de la capacidad de pago excluyendo algunas rentas difíciles de valorar y controlar, limitando los gastos deducibles, o estableciendo reglas de valoración sencillas, etc. El precio de esta simplificación será que se abrirán divergencias entre la renta fiscal y la capacidad de pago real de algunos (o todos) los contribuyentes y, por tanto, se perderá parte de la equidad del impuesto.

					Un segundo ejemplo de conflicto es el que se produce entre la eficiencia y la equidad. Tomemos, de nuevo, el ejemplo del IRPF. La eficiencia económica exige que se retribuya a cada factor según su productividad marginal. Esto es, que se establezca un nexo fuerte entre la aportación al proceso productivo y la retribución que se obtiene. Los requisitos de la equidad dependen, obviamente, de la concepción de equidad que sea dominante en la sociedad. Sin embargo, en la mayoría de las sociedades actuales la equidad significa reducción de la desigualdad resultante del libre mercado. Con esta definición, la equidad exigirá romper el nexo aportación (productividad marginal) retribución (renta después de impuestos). De esta forma se producirá un conflicto: o se obtiene más eficiencia, lo que en general redundará en un mayor nivel de producción y en una mayor desigualdad, o se obtiene más equidad, lo que en general redundará en menor producción pero en mayor igualdad.

					Estos conflictos entre principios son inherentes al diseño de los sistemas tributarios. Por ello, muchas veces se afirma que el diseño de los sistemas fiscales es un ejercicio de compromiso entre principios contradictorios. De esta forma, quienes pongan un énfasis especial en un principio deben plantearse cuál es el precio que están dispuestos a pagar en términos de los restantes principios. Así, por ejemplo, quienes ponen énfasis en la equidad deben ser conscientes de que, cuanto más se avance en la equidad, mayor será el coste en términos de eficiencia y de sencillez.

				

			

			
				Resumen final

				
						El sistema fiscal afecta a la asignación y a la distribución de recursos de la economía. Por ello es importante que su diseño busque ser eficiente, equitativo y sencillo.

						Los tributos son las cantidades que el Sector Público detrae coactivamente del Sector Privado. Existen tres tipos de tributos: tasas, contribuciones especiales e impuestos.

						Tanto las tasas como las contribuciones especiales gravan el beneficio que los particulares obtienen de determinadas actividades públicas. En el primer caso han de tratarse de actividades o servicios de solicitud obligatoria o que no preste el sector privado. En el segundo caso se trata de obras públicas que aumentan de valor los bienes propiedad del contribuyente.

						El impuesto se define como una transferencia que el Sector Público establece coactivamente mediante una Ley, y que carece de contraprestación. Coactividad y ausencia de contraprestación son las dos características definitorias de un ingreso como impuesto.

						Además de los impuestos, el Sector Público se financia mediante otros ingresos como tasas, transferencias, ingresos patrimoniales, ventas de activos y el endeudamiento. Los impuestos son, sin embargo, la fuente esencial de ingresos y financian aproximadamente el 80 % del gasto (no financiero) público.

						Aunque pueden clasificarse de acuerdo con diferentes criterios, los impuestos suelen dividirse en directos (gravan el obtener renta o poseer riqueza), indirectos (gravan el consumo de bienes y servicios) y cotizaciones sociales (gravan los rendimientos del trabajo y están afectos a la cobertura social). En España los directos (cuyas figuras más importantes son el IRPF y Sociedades) suponen algo más del 35 % de la recaudación, los indirectos (fundamentalmente IVA y Especiales) algo menos del 30 % y las cotizaciones algo más del 35 %. Globalmente la recaudación supone algo más del 36 %del PIB.

						Bajo ciertas condiciones, el libre mercado conduce a asignaciones eficientes. La clave de este resultado son los precios que actúan como coordinadores de las decisiones individuales. En tanto los precios relativos por los que se guían consumidores y productores sean iguales, el libre mercado conducirá (bajo ciertas condiciones) a la eficiencia.

						Para que un impuesto sea eficiente no debe abrir divergencias entre los precios relativos por los que se guían consumidores y productores. Cuando un impuesto conduce a la eficiencia se dice que es neutral. En otro caso, se dice que es distorsionante y a la diferencia entre los precios relativos del consumidor y del productor se le denomina Cuña Fiscal.


						Cuando un impuesto es independiente de las decisiones de los consumidores se dice que es un impuesto de Tanto Alzado o de Suma Fija. Todo impuesto de Tanto Alzado es neutral y todo impuesto neutral es equivalente a uno de Tanto Alzado.

						Cuando los impuestos permiten alcanzar la eficiencia se dice que son la solución de First Best al diseño del sistema fiscal. Cuando no alcanzan la eficiencia pero minimizan la pérdida de eficiencia se dice que son la solución de Second Best.


						Existen diferentes bases que se pueden utilizar al diseñar los impuestos. Las que han tenido una mayor importancia son el beneficio, la capacidad de pago, la utilidad y el consumo.

						Según el Principio del Beneficio, quien obtenga mayores beneficios debe pagar impuestos más altos. Este principio implica que el Sector Publico no redistribuya nada entre los ciudadanos. El principio del beneficio sólo debe utilizarse para financiar los bienes privados que el Sector Público provee por razones de eficiencia.

						Según el Principio de la Capacidad de Pago, los que están en mejor posición económica deben pagar más impuestos. Este principio conllevará una redistribución entre individuos, pero no será eficiente y hace recaer los impuestos sobre quienes tienen preferencias más fuertes por los bienes producidos, eximiendo a quienes prefieren el ocio.

						Según el Principio de la Utilidad, quienes tienen más utilidad deben pagar más impuestos. Este principio plantea numerosos problemas cuando las funciones de utilidad de los individuos son diferentes.

						Según el Principio del Consumo, la base adecuada para establecer el impuesto es, no la renta, sino el valor del consumo que realizan los individuos. La base consumo es, sin embargo, dudosamente equitativa y no está claro que sea eficiente ni que estimule la tasa de acumulación del capital de la economía.

						Un sistema fiscal es sencillo cuando se basa en unos pocos impuestos de base muy amplia. La sencillez de los impuestos reduce la presión fiscal indirecta, reduce el fraude y reduce los costes de gestión.

						Se dice que un sistema fiscal es flexible cuando su recaudación no se ajusta automáticamente a las variaciones de renta de la economía. Un impuesto flexible evita intervenciones legislativas y actúa como estabilizador automático de la demanda agregada.

						Se dice que un sistema fiscal es perceptible cuando los contribuyentes conocen con precisión cuál es la carga fiscal que soportan. Cuando los ciudadanos no perciben claramente el montante de los pagos impositivos se dice que existe ilusión fiscal. En general, los impuestos directos son más perceptibles que los indirectos.

						El diseño de los sistemas fiscales es un ejercicio de compromiso entre principios contradictorios. Así, existen conflictos entre eficiencia y equidad o entre la equidad y la sencillez.

				

				Temas de debate

				
						Considere la siguiente afirmación: «Todas las complejidades de los sistemas tributarios modernos (multiplicidad de impuestos, complejidad de los mismos, etc.) surgen por la búsqueda de una distribución de los impuestos que se ajuste a las nociones de equidad dominantes.» ¿Es cierta esta afirmación? ¿Cómo sería el sistema tributario si no nos preocupara la equidad?

						Discuta las ventajas e inconvenientes que encuentra en la introducción de un «impuesto sobre la capacidad» para sustituir a todos los demás impuestos.

						Los tres principios básicos de tributación son el beneficio, la capacidad de pago y el consumo. Desde su perspectiva, ¿cuál de estos tres principios es más justo? Explique en detalle sus argumentos.

				

				
					Ejercicios

					Ejercicio 1

					Probar que si un impuesto es neutral tiene que ser equivalente a un impuesto de Tanto Alzado.

					Ejercicio 2

					Supongamos que hay tres individuos, A, B, y C. La realización de un Gasto Público de 9 unidades le reporta al individuo A unos beneficios de 2, al B de 2 y al C de 6. Las rentas de cada uno de los individuos son, respectivamente, 15,15 y 60. El Gasto se aprueba mediante votación.

					
							¿Sería eficiente el resultado de esta votación con una regla de financiación de capitación?

							¿Y mediante un impuesto proporcional sobre la renta?

					

					Ejercicio 3

					Supongamos que hay dos individuos que tienen la misma función de utilidad U(y). La renta de cada uno de ellos es yi (i = 1,2). Llamemos Ti a los impuestos que paga cada individuo.

					¿Cuáles serían las ecuaciones que determinarían Ti, según los principios del sacrificio igual total, proporcional y marginal?

				

				Referencias

				En la página web de la Agencia Tributaria (www.agenciatributaria.es), tanto en sus memorias anuales como en el apartado de Estadísticas, pueden encontrarse los datos básicos correspondientes a la recaudación de las diferentes figuras tributarias en España. La base de datos de Eurostat, por su parte, recoge las principales cifras referidas al ámbito de la Unión Europea. La página web de la OCDE, en su apartado de temas impositivos (http://www.oecd.org/tax/) proporciona información muy rica sobre recaudación, estructuras impositivas, reformas y otras cuestiones de actualidad.

			

		


	
		
			
				CAPÍTULO 2
				IMPOSICIÓN, EFICIENCIA Y EQUIDAD. IMPOSICIÓN ÓPTIMA
			

			El objetivo primario del sistema impositivo es allegar a las arcas del Sector Público recursos suficientes para financiar los distintos programas de gasto. Si el Sector Público sólo dispusiese de un impuesto carecería de sentido analizar sus méritos y sus defectos a la luz de los principios de la imposición. Sin embargo, el arsenal de instrumentos fiscales del que disponen los Estados modernos ofrece múltiples alternativas de gravamen. ¿Qué bases imponibles deben gravarse? ¿Es preferible utilizar tipos impositivos uniformes o tipos diferenciados? ¿Cuál es el grado ideal de progresividad de los impuestos directos? ¿Cuál debería ser la combinación de impuestos directos e indirectos a utilizar para recaudar un volumen dado de recursos? Estas cuestiones son de una importancia central en la Teoría de la Economía Pública y han ocupado a grandes economistas a lo largo de los últimos dos siglos, desde Smith, Mill, Dupuit, Edgeworth y Wicksell, hasta Pigou, Ramsey, Samuelson, Diamond, Mirrlees y Stiglitz. La obra de Kaplow (2008) ofrece una buena síntesis de las respuestas que han recibido.

			Los interrogantes apuntados contienen implícitamente dos afirmaciones que dan justificación al contenido de este capítulo: dada una recaudación, distintos impuestos no tienen los mismos efectos económicos ni son igualmente deseables. Eficiencia y equidad son los criterios básicos que la Economía Pública emplea al tratar de cuestiones de diseño impositivo (configuración ideal de un impuesto o conjunto de impuestos) o de reforma fiscal (cambios tributarios que toman como punto de partida la configuración real del sistema fiscal). La teoría de la imposición óptima es un intento de dotar de contenido explícito a los principios impositivos estudiados en el capítulo anterior, especialmente los relacionados con la eficiencia económica y con la justicia distributiva.

			El apartado 1 de este capítulo se ocupa de aclarar en qué consisten los costes de eficiencia de los impuestos, por qué existen estos costes y cómo medir su magnitud. A continuación, en el apartado 2 se analiza la noción de equidad impositiva y se describe el concepto de progresividad, así como sus posibles medidas. El apartado 3, por su parte, se dedicará a las denominadas reglas de imposición óptima. En el apartado 3.1 se presentarán los principales resultados de la teoría de la imposición óptima cuando la eficiencia económica es el único principio impositivo que rige las decisiones de política tributaria. ¿Cuál es la configuración óptima de la imposición sobre la renta? ¿Debemos gravar el consumo a tipos uniformes? Al introducir en el análisis nociones de equidad, como haremos en el apartado 3.2, las respuestas diferirán de los resultados alcanzados en el apartado anterior.

			El objetivo último de las reglas de imposición óptima es inspirar de la mejor forma posible la política tributaria. Como ha escrito Frank Hahn, «o las fórmulas de imposición óptima son guías para la acción o no son nada». Un impuesto puede ser eficiente y equitativo pero inaplicable. Como hemos visto en el capítulo 1, los costes de administración y cumplimiento y el marco institucional y político en el que los impuestos deben diseñarse y gestionarse no pueden ser ignorados por la teoría de la imposición óptima. Los condicionantes de la política tributaria serán tratados en el último apartado del capítulo.

			
				
1. Distorsiones impositivas y exceso de gravamen


				Todos los impuestos afectan al comportamiento de los individuos y reducen su bienestar. Esta disminución del bienestar se produce por una doble vía:

				
						El pago de un impuesto conlleva una transferencia de renta del sector privado al público de cuantía igual a lo recaudado. A esta carga directa de los impuestos —que es inevitable si el objetivo de financiar el gasto público debe satisfacerse— se le denomina efecto renta. Obviamente, todos los impuestos que den lugar a la misma recaudación deben tener el mismo efecto renta.

						Como se ha visto en el capítulo 1, en la medida en que no sean neutrales, los impuestos distorsionarán el proceso de elección de los agentes, induciéndoles a abandonar aquellas actividades (de producción o de consumo) relativamente más gravadas, en beneficio de las menos gravadas. El hecho de que los individuos adopten sus decisiones por razones fiscales en vez de hacerlo por razones de costes o productividad causará una pérdida de bienestar adicional al efecto renta. A este exceso de carga por encima de la recaudación, resultado del efecto sustitución del impuesto, se la denomina exceso de gravamen o coste de ineficiencia del impuesto.

				

				A continuación desarrollaremos todos estos conceptos, cuya importancia para la política tributaria es ocioso subrayar. Ante la inevitabilidad del efecto renta, el objetivo de los procesos de diseño impositivo eficiente será minimizar la magnitud del exceso de gravamen asociado a una recaudación impositiva dada.

				
					
1.1. ¿POR QUÉ LOS IMPUESTOS DISTORSIONAN LAS DECISIONES?


					Bajo ciertas condiciones, el equilibrio competitivo conduce a una asignación eficiente de los recursos (Primer Teorema Fundamental de la Economía del Bienestar). Un prerrequisito esencial para que se produzca este resultado es que los consumidores y los productores se guíen por los mismos precios relativos de los bienes y los factores productivos. En efecto, en competencia los consumidores igualan las relaciones marginales de sustitución (esto es, sus valoraciones marginales relativas de los bienes) a los precios relativos que observan en el mercado. De igual manera, el comportamiento maximizador de los productores se traduce en una igualación de la relación marginal de transformación (el coste marginal relativo de producir los bienes) y los precios relativos que se observan en el mercado. De esta forma, si los productores y los consumidores basan sus decisiones en los mismos precios, se igualarán las relaciones marginales de sustitución y transformación, produciéndose, por tanto, una asignación eficiente. En este equilibrio eficiente, los consumidores toman sus decisiones de consumo guiándose por unos precios que —por ser iguales a los del productor— miden adecuadamente el coste real relativo de los bienes. En definitiva, los precios son señales correctas del coste relativo de producción y esto garantiza una asignación eficiente.

					El problema que puede surgir al introducir impuestos es que éstos abran una divergencia o «cuña» entre los precios relativos por los que se guían productores y consumidores. Entonces los precios relativos de mercado incluirán un elemento de fiscalidad relativa diferencial y ya no reflejarán los verdaderos costes relativos de producción de los bienes. Esto inducirá a los individuos a adoptar sus decisiones de consumo o de producción no sólo por razones de coste relativo —como exige el criterio de eficiencia económica— sino además por razones meramente fiscales, con lo que los precios dejarán de ser señales correctas. Cuando éste es el caso, el consumidor se verá incentivado por el sistema fiscal a alterar su comportamiento económico por razones fiscales. El resultado será que se sustituirá una actividad de consumo más gravada por otra menos gravada. Aunque desde la perspectiva del consumidor individual esto es lo correcto, la asignación de recursos resultante es ineficiente.

					Para ver esto de una forma algo más precisa supongamos que la utilidad del consumidor representativo depende del consumo de dos bienes, X e Y y del ocio, H, U(X, Y, H). La restricción presupuestaria del consumidor es:
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					donde w es el salario, o coste de oportunidad del ocio, L = 1 – H es la oferta de trabajo medida en porcentaje de las horas disponibles, pX y pY son los precios de consumo de X e Y —iguales a los correspondientes costes marginales de producción— y T(X, Y, L) son los impuestos que paga el contribuyente en función de su consumo y del trabajo que realiza.1

					Si el Sector Público no existiese, en virtud del Primer Teorema Fundamental de la Economía del Bienestar las condiciones de optimalidad quedarían garantizadas por el sistema competitivo de precios. En efecto, con T = 0 se tiene que la relación marginal de sustitución entre cada par de bienes (RMS) coincide con su relación marginal de transformación (RMT), y éstas a su vez se igualan a los precios relativos:
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					¿Cómo distorsionan los impuestos las decisiones del consumidor? Como ya hemos visto en el capítulo 1, si el impuesto es de suma fija o tanto alzado no existirá distorsión. Con un impuesto de suma fija, T(X, Y, L) = [image: T̅]  y ningún precio relativo resulta alterado. El comportamiento optimizador del consumidor llevará a éste a asignar sus recursos de acuerdo con las condiciones [2a]-[2c]. En otras palabras, el impuesto de suma fija es eficiente: produce un efecto renta puro y su coste de ineficiencia es nulo. Esta propiedad permite considerar al impuesto de suma fija como una referencia ideal de comparación para los restantes impuestos: no hay gravamen que, para una recaudación dada, ocasione una reducción de bienestar menor que la producida por un impuesto de suma fija. La explicación intuitiva de este resultado es simple. Con un impuesto de suma fija el consumidor no puede variar los impuestos que paga alterando su comportamiento económico (por ejemplo, consumiendo más de unos bienes y menos de otros). Como resultado, basará sus demandas de bienes en consideraciones de coste relativo, no habrá efecto sustitución y el resultado será eficiente.

					Con otros impuestos las cosas serán, sin embargo, diferentes. Para comprobarlo, vamos a considerar a continuación tres impuestos: un impuesto selectivo sobre el consumo al tipo porcentual tx, un impuesto general sobre el consumo al tipo tc y un impuesto sobre la renta salarial al tipo tw.

					Consideremos inicialmente un impuesto selectivo sobre el consumo. La factura impositiva será T(X, Y, L) = tX pX X, con lo que la restricción presupuestaria del consumidor se convierte en:
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					El nuevo equilibrio del consumidor vendrá caracterizado por las condiciones:
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					más la condición [2c], que no resulta alterada.2 El impuesto no afecta a los costes marginales de producción pero sí distorsiona las decisiones de consumo: al reducirse el salario real en términos de X y aumentar el precio de consumidor de X con respecto al precio de Y, el individuo tenderá a sustituir X por Y y H. A diferencia del impuesto de suma fija, el impuesto selectivo distorsiona las decisiones del consumidor, generando efectos sustitución y el correspondiente coste de ineficiencia. Como veremos en el epígrafe siguiente, el coste de esta distorsión para el consumidor será directamente proporcional a la elasticidad de la demanda compensada de X. Una demanda compensada muy elástica implica que el consumidor altera notablemente su comportamiento (variación de la demanda de X) como resultado de la alteración del precio relativo del bien ocasionada por el sistema fiscal. Consecuentemente, la distorsión es grande y también su coste. A la inversa, una elasticidad reducida implica que el comportamiento se altera poco como respuesta a la distorsión fiscal y que, entonces, el coste para el consumidor es bajo. De hecho, en el límite, cuando la demanda es perfectamente inelástica, el consumidor no alterará su comportamiento como resultado de la distorsión fiscal, no se producirá entonces ningún efecto sustitución, y el impuesto tX será eficiente.

					El impuesto general sobre el consumo es neutral con respecto a la decisión entre X e Y, pero no es eficiente. En efecto, si sustituimos T(X, Y, L) = tC (pXX + pYY) en la expresión [1], la restricción presupuestaria del consumidor es:
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					El equilibrio del consumidor vendrá ahora a caracterizarse por la condición [2a] —nótese que el precio relativo de demanda de X en términos de Y, (1 + tC) pX /(l + tC) pY=pX/pY, no resulta alterado— junto a dos nuevas condiciones:
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					En la medida en que no podamos gravar el consumo de ocio, la imposición general sobre el consumo tenderá a crear costes de bienestar.

					El caso de un impuesto sobre la renta salarial es formalmente análogo. La restricción presupuestaria pasa a ser:
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					y el equilibrio del consumidor se caracteriza por las condiciones [2a] y
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					La semejanza de estas condiciones con las correspondientes al impuesto general sobre el consumo tiene fácil explicación: si el trabajo es la única fuente de renta y no hay ahorro, gravar el consumo al tipo tC genera los mismos efectos económicos y la misma recaudación que un impuesto sobre la renta salarial al tipo tW = tC/(1 + tC). Para comprobar esta equivalencia basta dividir [5] entre (1 + tC) e igualar (1 – tW) = 1/(1 + tC).3 En ambos casos el coste de ineficiencia será menor cuanto más inelástica sea la oferta de trabajo a lo largo de una curva de indiferencia (oferta de trabajo compensada). Si ésta fuese fija, tanto tC como tW serían alternativas eficientes para financiar el gasto público.

					El sistema fiscal puede también generar costes de ineficiencia distorsionando las decisiones del productor acerca de las combinaciones de trabajo y capital que se van a emplear en el proceso de producción. Supongamos que X e Y son bienes industriales y agrícolas, respectivamente. El sector X emplea LX unidades de trabajo y KX unidades de capital, utilizándose en el sector Y los restantes factores de producción. En una economía competitiva sin impuestos, el productor pagará a los factores de producción su productividad marginal. En equilibrio tendremos que la relación marginal técnica de sustitución entre capital y trabajo (RMTSKL) se igualará para ambos sectores, y coincidirá con el ratio de precios de los factores productivos:
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					condición que garantiza una asignación eficiente de capital y trabajo entre ambos sectores.4

					Una forma en la que el Sector Público podría financiarse sería introduciendo un impuesto selectivo sobre el salario pagado por el sector industrial. ¿Es eficiente esta alternativa? El impuesto selectivo tiene como consecuencia la creación de una discrepancia entre el salario percibido por el trabajo en ambos sectores, w, y el coste salarial pagado por los productores industriales, w(1 + tWX), donde tWX es el tipo impositivo. En equilibrio tendremos:
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					Así pues, un impuesto selectivo sobre el uso de un factor genera ineficiencia. Al encarecerse el trabajo, los productores de X tenderán a sustituir este factor por capital hasta alcanzarse un nuevo equilibrio en el que la productividad del trabajo va a diferir entre sectores. Si en lugar de un impuesto selectivo se introdujese un impuesto general sobre el salario, la ineficiencia en la producción desaparecería, ya que volverían a igualarse las relaciones marginales técnicas de sustitución. Sin embargo, en presencia de una oferta de trabajo compensada no rígida, el impuesto general se traduciría en distorsiones en el consumo, como hemos visto anteriormente.

					Para finalizar esta sección puede ser útil reiterar la intuición de los costes de eficiencia de la imposición. ¿Por qué surgen estos costes? Porque buena parte de los impuestos ocasionan divergencias entre el valor relativo y el coste relativo de los bienes o los factores de producción. Estas divergencias distorsionan las decisiones de los agentes, induciendo la sustitución de las actividades más gravadas por actividades con fiscalidad benigna o nula. En general, por tanto, los impuestos generan asignaciones ineficientes de recursos. Esta regla general admite dos excepciones. Primera, los impuestos de suma fija, que por definición no generan efecto sustitución. Y segunda, todos aquellos impuestos que gravan bienes o factores cuya demanda u oferta compensadas, respectivamente, son infinitamente inelásticas. En este caso, los incentivos a la sustitución no operan.
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